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Actor:

ÁLVARO ANTONIO CASAS 

Demandado:
CÉSAR ALVEIRO TRUJILLO y OTROS

Medio de control:
POPULAR

ACCIÓN POPULAR/ Moralidad administrativa y patrimonio público/Reliquidación de honorarios de concejales y exconcejales de Popayán/Suspensión de los efectos de los actos administrativos que reconocieron la reliquidación/Revoca parcialmente la decisión del a quo. 

El referente de la acción popular que nos ocupa, lo constituyen los derechos colectivos a la moralidad administrativa y al patrimonio público, cuyo lineamiento general para lo que interesa al caso en estudio es la transparencia y pulcritud en el manejo del patrimonio público.

En este sentido, reluce que la solicitud de 4 de marzo de 2011, elevada por unos Concejales y Ex Concejales del Municipio de Popayán, con el objeto que les fueran re - liquidados sus honorarios, es tocante con el terreno de los recursos de la entidad pública, los que por definición constituyen el patrimonio público.

Considera la Sala que tanto los Concejales y Ex Concejales peticionarios, como los miembros de la Mesa Directiva del Concejo Municipal de Popayán, tenían la potencialidad de amenazar o vulnerar la honestidad, el interés general y la pulcritud en el manejo de los recursos de la entidad, en tanto que elevaron la solicitud de re liquidación de sus honorarios y en tanto que los integrantes de la Mesa Directiva que a la vez eran peticionarios, tenían la facultad de conocer, tramitar y resolver sobre la petición, sin perjuicio de así haberse previsto en el ordenamiento jurídico.

Y encuentra la Sala que efectivamente el tratamiento impartido a la solicitud no fue pulcro, pues los mismos integrantes de la Corporación actuaron como parte interesada y juez para resolverla, lo que se reflejó en lo ya explicado sobre el manejo del impedimento por parte de los Presidentes del Concejo Municipal de Popayán, para los años 2011 y 2012.

(…) Aplicando este planteamiento al caso en estudio, la Sala estima que es contrario a la moralidad administrativa y al patrimonio público, que en la Resolución 397 de enero de 2011, se haya accedido al reconocimiento y pago de la reliquidación de honorarios desde los años 2001 hasta los años 2010, sin tener en cuenta que a favor de cada uno de los Concejales y Ex Concejales del municipio de Popayán, al respectivo término de su período, se debió reconocer a través de una Resolución los honorarios correspondientes, por lo que, en caso de considerarse que el reconocimiento así hecho no se ajustaba a la ley, debía ejercerse el control contra dicha Resolución; sin que sea aceptable, que se pretenda revivir los términos vencidos con ocasión de la solicitud de 4 de marzo de 2011, en la que se pidió la re-liquidación de honorarios desde el año 2001 en adelante.

También la Resolución 397 de 2011 guardó silencio frente a la prescripción que pudo haber operado para la re – liquidación de los honorarios de los concejales. La Sala advierte que es principio general del derecho el reclamo en tiempo oportuno de los derechos, por lo que es irrazonable que en la petición de 4 de marzo de 2011, los Concejales y Ex Concejales del municipio de Popayán, pretendan el reconocimiento y pago de la re – liquidación de unos honorarios causados desde diez años atrás, en el año 2001 y siguientes.

Por último, cabe acotar que la Resolución No. 20 de enero de 2012, direcciona una cantidad considerable de recursos públicos a favor de unos Concejales y Ex Concejales del municipio de Popayán, sin que haya suficiente sustento y sin que existiere respaldo presupuestal, como lo expuso el Ministerio Público en esta Instancia.
(…) Ahora bien, dado que la fuente de amenaza y vulneración de la moralidad administrativa y del patrimonio público la constituyen las Resoluciones pluri-citadas a lo largo del proceso, y teniendo en cuenta la imposibilidad del Juez de la Acción Popular de anular los actos administrativos, lo procedente es la suspensión de los efectos de las Resoluciones 372 de diciembre de 2011, 397 de diciembre de 2011, 17 de enero de 2012 y 20 de enero de 2012, por lo que se confirmará la sentencia apelada, en el numeral tercero de su parte resolutiva.

Empero, con fundamento en este punto, no es viable ordenar al Presidente del Concejo Municipal de Popayán “que en el evento de encontrarse impedido para resolver la petición de los Concejales y Exconcejales relacionada con la reliquidación y pago de los honorarios, radicada el 04 de marzo de 2011, proceda a dar cumplimiento a lo señalado por el art. 30 del C. Contencioso Administrativo” como lo había pedido la demanda y lo dispuso el A quo en la sentencia apelada en su numeral segundo de su parte resolutiva. Subrayado añadido.

La imposibilidad de dicha orden surge por las siguientes razones: i) La solicitud de  re - liquidación de honorarios elevada por los Concejales y Ex - concejales del municipio de Popayán, de 4 de marzo de 2011, fue resuelta en las Resoluciones 397 de diciembre de 2011 y 020 de enero de 2012, pese a las irregularidades que padecen; ii) Dichas Resoluciones no son declaradas nulas, esto es, no han salido del mundo jurídico, sino que debido a que son fuente de amenaza y vulneración a la moralidad administrativa y al patrimonio público, solo se suspendes sus efectos; en consecuencia, no hay posibilidad ni debe el juez conminar a que la Administración vuelva a resolver una petición que ya fue resuelta.

Por esta razón se revocará la sentencia apelada, en su numeral segundo de su parte resolutiva.
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Actor:

ÁLVARO ANTONIO CASAS 
Demandado:
CÉSAR ALVEIRO TRUJILLO y OTROS
Medio de control:
POPULAR
Procede la Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto por algunos de los demandados, contra la sentencia de 10 de octubre de 2013, proferida por el Juzgado Quinto Administrativo de Descongestión del Circuito de Popayán.

I. ANTECEDENTES
1. LA DEMANDA

Parte demandante:
ÁLVARO ANTONIO CASAS, identificado con C.C. 10.541.009, en nombre propio.

Coadyuvante de la parte demandante:
MILCIADES HERNÁNDEZ URUEÑA

JOAQUIN OLMEDO PAZ ANAYA

MARÍA CECILIA BALDRICH

MARCO AURELIO GAVIRIA MARTÍNEZ

CAROLINA CEDEÑO GÓMEZ

Parte demandada:
MUNICIPIO DE POPAYÁN

CÉSAR ALVEIRO TRUJILLO SOLARTE

FRANKY DARIO ALMARIO BRAVO

GUSTAVO ADOLFO VALENCIA GARCÍA

LEON HERNEY MUÑOZ

LUIS ENRIQUE SÁNCHEZ

MELIDA GUDELIA MUÑOZ DE ZÚÑIGA

ASTRID CAROLINA ORDÓÑEZ ERAZO

ELVIA ROCIO CUENCA BONILLA

ALVARINO ARNOE IBARGUEN MACHADO

LUIS FELIPE CHAVEZ MARTÍNEZ

RODRIGO GUZMÁN PAREDES

WILSON DARIO BONILLA LUCUMI

GREGORIO MOLANO ANACONA

EDGAR LIBIO DELGADO ERAZO

CARLOS ENRIQUE GUERRERO VELA

JOSÉ ALEXANDER CAMPO MONTENEGRO

LUIS HUMBERTO BECERRA VITOTIZ

CARLOS ALIRIO RUIZ GONZÁLEZ

YULER JAMES GALLEGO BEDOYA

LUIS ALBERTO PEÑA CASTILLO

OSCAR ENRIQUE HURTADO ZAPATA

MARCOS BOLAÑOS ORDÓÑEZ

HAROLD WILDER LASSO VILLAMARIN

MARÍA STELLA LEGARDA GENOY

DARÍO FERNANDO DAZA DORADO

ALBERTO BALCÁZAR ORDÓÑEZ

JORGE ELIECER ORTÍZ FERNÁNDEZ

OSCAR JULIO VIVAS ANGULO

ÁLVARO BACCA GUZMÁN

RODRIGO ASTUDILLO SUÁREZ

CARLOS ALBERTO MENESES

ROBER HERNEY TAPIA CIFUENTES

DIANA NELLY FUENTES MENESES

ÁLVARO GRIJALBA GÓMEZ

FRANCISCO RENAN MOLINA

Hechos de la demanda:
En la demanda se expuso como fundamento fáctico lo siguiente:
El 4 de marzo de 2011, unos Concejales y Ex – Concejales del municipio de Popayán, solicitaron ante el Alcalde Municipal de Popayán, una re-liquidación de los honorarios causados durante los períodos 2001 a 2003, 2004 a 2007 y por los años 2008 a 2009.
Igual petición había elevado el 6 de diciembre de 2011, el señor Ex – Concejal del municipio de Popayán, Carlos Julián Bermeo Casas.

El Alcalde del Municipio de Popayán declaró su falta de competencia para resolver la petición, por cuanto la competencia radicaba en la Mesa Directiva del Concejo Municipal.

A la vez, el Presidente del Concejo Municipal se declaró incompetente y manifestó tener un evidente conflicto de intereses por ser uno de los peticionarios.

El Tribunal Administrativo del Cauca se inhibió de conocer el conflicto de competencias, bajo la consideración que la competencia radicaba en la Mesa Directiva del Concejo Municipal. En la parte considerativa de su providencia, anotó que si existiere un conflicto de intereses en el Presidente de la Corporación, debía proceder a nombrar un funcionario ad hoc para el efecto.

El 13 de diciembre de 2011, el Presidente del Concejo Municipal, CÉSAR ALVEIRO TRUJILLO, por Resolución 372, nombró como Presidente Ad hoc al señor GUSTAVO ADOLFO VALENCIA, quien para la época se desempeñaba como Secretario de esa Corporación.

El 30 de diciembre de 2011, el Presidente Ad hoc, por Resolución 397, resolvió la solicitud en  sentido de negativo, por falta de disponibilidad presupuestal.

El 6 de enero de 2012, los Concejales y Ex – Concejales del municipio de Popayán, interpusieron recurso de reposición, para cuya resolución, el 10 de enero de 2012, el señor Presidente del Concejo Municipal, por Resolución 017, nombró como Presidente Ad hoc al señor LEON HERNEY MUÑOZ, quien se desempeñaba como Asistente Administrativo de dicha Corporación.

El 13 de enero de 2012, el Presidente Ad hoc, por Resolución 020, resolvió el recurso de reposición, en el sentido de revocar la Resolución 397 de 30 de diciembre de 2011 y, en su lugar, accedió a la petición, solicitó al señor Alcalde Municipal que realizara el traslado presupuestal al Concejo Municipal y ordenó el reconocimiento de la indexación más los intereses hasta la fecha de pago.

El 27 de febrero de 2012, el Alcalde Municipal de Popayán, por oficio 65311, se declaró impedido para conocer del asunto, ante el señor Procurador Regional, con base en la causal prevista en el numeral 1 del artículo 150 del CPC, porque una de las beneficiarias tiene parentesco en segundo grado de consanguinidad. 

Derechos e intereses colectivos violados:
Según la demanda, los anteriores hechos trasgreden la moralidad administrativa, porque los Presidente del Concejo Municipal, señores César Alveiro Trujillo y Franky Darío Almario Bravo, no observaron el artículo 30 del CCA, en el sentido de manifestar su impedimento ante el Procurador Regional, sino que nombraron como Presidentes Ad hoc, a servidores públicos sub – alternos de la misma Corporación, con lo que vulneraron el principio de imparcialidad y la moralidad administrativa, “ya que la relación de dependencia laboral de los señores presidente por ellos nombrados, no hizo desaparecer el impedimento por evidente conflicto de intereses e impedía que pudieran resolver en forma libre de cualquier apremio.”

También la demanda considera que los anteriores hechos violan el patrimonio público, porque se reconocieron valores presuntamente causados desde el año 2001 hasta el año 2011 “de donde se deduce que respecto de algunos de ellos había operado el fenómeno de la prescripción y de la caducidad de las acciones”.

Pretensiones:

Con fundamento en lo anterior, se solicitó:

1. Ordenar la protección de los derechos colectivos a la moralidad administrativa y al patrimonio público.

2. Decretar la nulidad de las Resoluciones No. 372 de 13 de diciembre de 2011, proferida por el Presidente del Concejo Municipal de Popayán; No. 397 de 30 de diciembre de 2011, dictada por el Presidente Ad hoc del Concejo Municipal de Popayán; No. 0017 de 10 de enero de 2012, proferida por el señor Presidente del Concejo Municipal de Popayán; y No. 020 de 13 de enero de 2012, proferida por el señor Presidente Ad hoc del Concejo Municipal de Popayán.

3. Ordenar al Presidente del Concejo Municipal de Popayán, dar cumplimiento al artículo 30 del CCA, para lo cual, dará a conocer su impedimento al señor Procurador Regional.

4. Advertir al “Alcalde Ad Hoc” que designe el señor Procurador Regional, que para resolver la petición deberá tener en cuenta 4.1.) la prescripción de los derechos, 4.2) la caducidad de las acciones, 4.3) y que para efectuar un reconocimiento en vía administrativa se debe contar con la apropiación presupuestal suficiente que respalde el gasto decretado.

Medida cautelar

En la demanda se solicitó como medida cautelar, la suspensión provisional de las Resoluciones relacionadas en el acápite de las pretensiones. Fls. 1 a 7 C. ppal. 1
2. RECUENTO PROCESAL

La demanda fue presentada el 23 de marzo de 2012 (Fl. 106 C. Ppal. 1), y fue admitida por auto de 29 de marzo de 2012 (Fls. 109 a 110 C. Ppal. 1).

Dentro del auto admisorio de la demanda se decretó como medida cautelar la suspensión provisional de las Resoluciones arriba indicadas.
La demanda fue notificada por estado de 09 de abril de 2012 (Fl. 110 Reverso C. ppal. 1). Fue notificada en forma personal, según consta a folios 115 a 123, 141, 181, 187 a 197, 199, 210, 222 y 226 a 228 C. ppal. 1
El actor popular hizo constar la transmisión por radio del aviso informativo de la existencia de la demanda. Fls. 124 a 127. C. ppal. 1

3. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA
El señor FRANKY DARÍO ALMARIO BRAVO, a través de apoderado y en tiempo oportuno, contestó la demanda de la referencia.

Aceptó que los hechos de la demanda eran ciertos en su mayoría; aunque explicó que no estaba probado lo relacionado con la petición del señor Carlos Julián Bermeo Casas; y expuso que el actor popular, para el 16 de noviembre de 2011 era el Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la Alcaldía Municipal de Popayán, a pesar de lo cual, no recurrió la providencia del Tribunal Administrativo del Cauca.

Se opuso a las pretensiones de la demanda, con fundamento en que: i) se limitó a cumplir el fallo de 16 de noviembre de 2011 del Tribunal Administrativo del Cauca; ii) el presidente Ad hoc que designó, señor Leon Herney Muñoz, era dependiente del Secretario General de la Corporación, por lo que su designación no puede entenderse como un acto de superioridad jerárquica; iii) a los Presidentes del Concejo Municipal no les aplica el artículo 30 del CCA, sino el reglamento interno del Concejo, que no determina ante quién se debe manifestar el impedimento; y en que iv) no profirió decisión alguna que reconociera derecho alguno a los Concejales y Ex Concejales del Municipio.
Propuso como excepciones: no vulneración de los derechos colectivos, innominada, aplicación del principio que nadie puede invocar su propio dolo, inaplicación del artículo 30 del CCA y el hecho de un tercero. Fls. 129 a 133. C. ppal. 1

El señor LEÓN HERNEY MUÑOZ, a nombre propio, manifestó que su actuación como Presidente Ad hoc del Concejo Municipal de Popayán se limitó a firmar la Resolución No. 020 de 13 de enero de 2012, obrando bajo el principio de la buena fe. Fl. 142. C. ppal.
Los señores LUIS ENRIQUE SÁNCHEZ, MELIDA GUDELIA MUÑOZ DE ZÚÑIGA, ASTRID CAROLINA ORDÓÑEZ ERAZO, ALVARINO ARNOE IBARGUEN MACHADO, LUIS FELIPE CHÁVEZ MARTÍNEZ, RODRIGO GUZMÁN PAREDES, WILSON DARIO BONILLA LUCUMI, GREGORIO MOLANO ANACONA, EDGAR LIBIO DELGADO ERAZO, CARLOS ENRIQUE GUERRERO VELA, JOSÉ ALEXANDER CAMPO MONTENEGRO, LUIS HUMBERTO BECERRA VITOTIZ, LUIS ALBERTO PEÑA CASTILLO, OSCAR ENRIQUE HURTADO ZAPATA, MARCOS BOLAÑOS ORDÓÑEZ, HAROLD WILDER LASSO VILLAMARIN, MARÍA STELLA LEGARDA GENOY, DARÍO FERNANDO DAZA DORADO, ALBERTO BALCÁZAR ORDÓÑEZ, JORGE ELIECER ORTIZ FERNÁNDEZ, OSCAR JULIO VIVAS ANGULO, ÁLVARO BACCA GUZMÁN, RODRIGO ASTUDILLO SUÁREZ, CARLOS ALBERTO PRADO, ROBER HERNEY TAPIA CIFUENTES, DIANA NELLY FUENTES MENESES y FRANCISCO RENAN MOLINA, y en escrito separado, los señores ÁLVARO GRIJALBA GÓMEZ y YULER JAMES GALLEGO BEDOYA, a través de un mismo apoderado y en término oportuno, contestaron la demanda de la referencia. 

Manifestaron que los hechos de la demanda eran ciertos en su mayoría. Solo se sirvieron aclarar que la petición del señor Bermeo Casas no era idéntica, y aseguraron que el actor popular conoció el fallo del Tribunal Administrativo del Cauca, y a la vez presenció y calló frente al nombramiento del señor Gustavo Adolfo Valencia como Presidente Ad hoc del Concejo Municipal. Explicaron que el Certificado de Disponibilidad Presupuestal no era un requisito indispensable para el perfeccionamiento del acto administrativo.

Pidieron que se negaran las pretensiones de la demanda.

Propusieron como excepciones: Indebida interpretación y aplicación del régimen legal que regula los impedimentos en los concejos municipales de Colombia, especialmente en el Concejo Municipal de Popayán, inexistencia de imputación del daño demandado, desconocimiento de derechos creados con arreglo a la Ley generador “sic” del derecho a la propiedad que integra el patrimonio, inexistencia de amenaza a los derechos colectivos invocados por el actor, cumplimiento de los deberes constitucionales, legales y jurisprudenciales de los Presidentes Titulares y Ad hoc del Concejo Municipal de Popayán, inepta demanda por indebida acumulación de pretensiones, innominada o genérica, aplicación del principio general del derecho consistente en que nadie puede invocar su propio dolo, falta de legitimación en la causa por pasiva, agotamiento de jurisdicción referente a la pretensión tercera de la acción, cosa juzgada, temeridad en la interposición de la acción popular y violación del derecho fundamental de acceso a la justicia. Fls. 143 a 149, y 212 a 219 C. ppal. 1 y 2.
Los demandados, en escrito separado, presentaron recurso de reposición contra el auto admisorio de la demanda, y recurso de apelación contra el decreto de la medida cautelar. Fls. 183 a 186 y 220 a 21 C. ppal. 1 y 2
La señora ELVIA ROCIO CUENCA BONILLA, a nombre propio, se pronunció sobre la demanda de la referencia, en el sentido de indicar que la decisión judicial que se adopte le afectaba directamente, porque solicitó la re-liquidación de sus honorarios, que era importante que se resolviera sobre la prescripción de los derechos y pidió que se amparen sus derechos previo el estudio judicial de las pretensiones. Fls. 213 a 214 C. ppal. 2
4. RESOLUCIÓN DEL RECURSO DE REPOSICIÓN Y DE APELACIÓN, AUDIENCIA DE PACTO DE CUMPLIMIENTO, PRUEBAS Y ALEGATOS

El recurso de reposición contra el auto admisorio de la demanda fue resuelto por el A quo, en auto de 18 de septiembre de 2012, en el sentido de no reponer para revocar la admisión de la demanda. Fls. 236 a 239 C. ppal. 2
El recurso de apelación contra el decreto de la medida cautelar fue resuelto por este Tribunal Administrativo, en auto de 8 de febrero de 2013, en el sentido de confirmar el decreto de la medida cautelar. Fls. 161 a 171 C. de Segunda Instancia.
La audiencia de pacto de cumplimiento se celebró el 26 de febrero de 2013, y fue suspendida, para resolver sobre un impedimento del Procurador Judicial. Fls. 256 a 257.

La audiencia se reanudó el 19 de abril de 2013, y fue declarada fallida. Fls. 234 a 236 C. ppal. 2.

Por auto de 28 de mayo de 2013, se decretaron las pruebas del proceso. Fls. 237 a 238. C. ppal. 2
Por auto de 30 de agosto de 2013, se corrió traslado para alegar de conclusión. Fls. 241 C. ppal. 2

El señor León Herney Muñoz alegó a folios 242 C. ppal. 2

El Ministerio Público conceptuó que i) debía declararse la vulneración de los derechos colectivos a la moralidad administrativa y al patrimonio público por los señores Franky Darío Almario y León Herney Muñoz, ii) que se ordenara al Presidente del Concejo Municipal de Popayán que iniciara el procedimiento de revocatoria directa de los actos administrativos relacionados en el proceso, iii) que se ordenara al Alcalde Municipal de Popayán que interpusiera la acción de nulidad simple contra los actos administrativos relacionados en el proceso y iv) que se remitieran las piezas correspondientes a la Procuraduría Regional del Cauca para que se establezca si hubo o no faltas disciplinarias. Fls. 243 a 251 C. ppal. 2
El señor Franky Darío Almario Bravo alegó a folios 252 a 256 C. ppal. 2
El resto de demandados, lo hicieron a folios 257 a 266 C. ppal. 2
El actor popular se pronunció a folios 268 a 270 C. ppal. 2

El Defensor del Pueblo se manifestó a folios 271 a 277 C. ppal. 2

5. LA SENTENCIA APELADA

Se trata de la sentencia de 10 de octubre de 2013, proferida por el Juzgado Quinto Administrativo de Descongestión del Circuito de Popayán, en la que 
i) se concedió la protección de los derechos e intereses colectivos a la moralidad administrativa y al patrimonio público, 
ii) se ordenó al Presidente del Concejo Municipal de Popayán “que en el evento de encontrarse impedido para resolver la petición de los Concejales y Exconcejales relacionada con la reliquidación y pago de los honorarios, radicada el 04 de marzo de 2011, proceda a dar cumplimiento a lo señalado por el art. 30 del C. Contencioso Administrativo”, 
iii) se ordenó la suspensión de los efectos de las Resoluciones 372 de 13 de diciembre de 2011, 397 de 30 de diciembre de 2011, 017 de 10 de enero de 2012 y 020 de 13 de enero de 2012, proferidas por el Concejo Municipal de Popayán, 

iv) se negaron las demás pretensiones de la demanda, 

v) no se condenó en costas y 

vi) se ordenó compulsar copias del fallo a la Procuraduría Regional del Cauca, para que se determine si los señores César Alveiro Trujillo y Franky Darío Almario, incurrieron en faltas disciplinarias.
En la sentencia, con fundamento en las pruebas aportadas, se narró el trámite administrativo impartido a la petición formulada por los Concejales y Ex Concejales del municipio de Popayán.
A partir de allí, el A quo concluyó que los actos administrativos no podían expedirse en la forma en que se hizo, porque los Presidentes Titulares del Concejo Municipal estaban impedidos para nombrar Presidentes Ad hoc para resolver sobre la petición; por lo que debieron manifestar su impedimento según se prevé en el artículo 70 de la Ley 136 de 1994, y ante la falta de superior jerárquico, manifestarlo ante el Procurador Regional, quien es el competente para resolverlo, según el artículo 30 del CCA y el numeral 15 del artículo 75 del Decreto 262 de 2000. 

El Juez estimó que lo sucedido con la petición de los Concejales y Ex Concejales del Municipio, violó el derecho a la moralidad administrativa y amenazó el derecho al patrimonio público. 
En este sentido, anotó que los Presidentes del Concejo Municipal quebrantaron el ordenamiento jurídico y desconocieron el principio de legalidad. Adujo que la Resolución 20 de enero de 2012 puso en riesgo una suma de dinero en detrimento de las finanzas del Municipio. Indicó que el señor Almario Bravo, en su calidad de Presidente del Concejo no nombró a un funcionario, como lo señaló el Tribunal Administrativo del Cauca, sino que nombró a una persona que ejercía un cargo sin facultad de decisión. Precisó que en estricto sentido no había una decisión judicial de fondo, porque el Consejo de Estado y el Tribunal Administrativo del Cauca se habían inhibido de decidir de fondo el presunto conflicto de competencias. Plasmó su inquietud respecto a si el señor León Herney Muñoz elaboró la Resolución 20 de enero de 2012, por cuanto en la contestación a la demanda había manifestado que solo la firmó, mientras que en su declaración de parte aceptó haber proyectado y firmado la Resolución; además, porque expidió la Resolución solo 2 o 3 días después de haber sido designado para el efecto, pese a la complejidad del tema y a su falta de idoneidad jurídica. También consideró el A quo, que el señor Muñoz no debió aceptar la designación, porque se configuraba un impedimento, debido a las relaciones laborales y personales que entablaba con los Concejales y Ex Concejales del Municipio, por haber laborado por más de 17 años en esa Corporación.
En la sentencia, el A quo censuró al actor popular, por callar sobre la designación del señor Valencia García como Presidente Ad Hoc del Concejo, pese a haber presenciado dicho acto, y por no haber interpuesto las acciones de nulidad pertinentes contra los actos administrativos.

En forma clara y expresa, se consignó que la actuación de los señores César Alveiro Trujillo, Franky Darío Almario y León Herney Muñoz puso en riesgo la moralidad administrativa y el patrimonio público.

El Juez consideró que para evitar el quebrantamiento de los derechos colectivos cuya protección se reclamaba, era necesario “ordenar(á) al Presidente del Concejo Municipal de Popayán, en el evento de encontrarse impedido para resolver la solicitud de reliquidación y pago de los honorarios de los Concejales y Exconcejales de fecha 04 de marzo de 2011, deberá dar estricta aplicación a lo dispuesto por el art. 30 del C. Contencisoso Administrativo (Decreto 01 de 1984).
Por último, aclaró que no podía decretarse la nulidad de los actos administrativos, porque no era objeto de la acción popular, el Juzgado no era competente para adoptar dicha decisión y habría operado la caducidad; en consecuencia, afirmó que lo viable era la suspensión provisional de los efectos de las Resoluciones, para proteger los derechos colectivos. Fls. 279 a 295 C. ppal. 2
6. ACLARACIÓN DE LA SENTENCIA
El actor popular pidió que se aclarara la sentencia, en cuanto a una frase contenida en su parte considerativa y en cuanto a la censura allí plasmada sobre su actuar en la designación del Presidente Ad Hoc y la interposición de las acciones de nulidad y nulidad y restablecimiento del derecho. Fls. 297 a 298 C. ppal. 2
El Juzgado accedió parcialmente a la solicitud de aclaración, en auto de 1 de noviembre de 2013. Fls. 317 a 3118 C. ppal. 2

7. RECURSO DE APELACIÓN

El grupo de demandados apeló la sentencia anterior, en especial, los numerales primero, segundo, tercero y sexto de la parte resolutiva.
En el recurso, pidieron que se tengan como reiterados los argumentos expuestos a lo largo del proceso, en la contestación, en los recursos impetrados y en los alegatos de conclusión.
Indicaron que, en su entender, el Tribunal Administrativo del Cauca se inhibió para conocer del conflicto de competencias, pero sí se pronunció sobre el conflicto de intereses del Presidente del Concejo Municipal, decisión que debía cumplirse. En este sentido, adujeron que se aplicó el fallo del Tribunal, debido a que la regulación de los impedimentos en el artículo 68 del Acuerdo 07 (sic) se refiere únicamente a debates y votaciones. Sostuvieron que no era acertado interpretar que el Tribunal erró al no dar aplicación al artículo 30 del CCA, así como era desacertado entender que el fallo no era de obligatorio cumplimiento, porque implicaba afirmar que el Tribunal incurrió en prevaricato y que, a la vez, habría lugar a una acción de reparación directa por el error de los funcionarios judiciales.
Subrayaron que el nombramiento del señor León Herney Muñoz como Presidente Ad hoc, se hizo con observancia de lo dicho por el Tribunal, y alegaron que no había impedimento o prohibición alguna para su designación en dicho cargo, porque no era inferior jerárquico del Presidente del Concejo y porque no estaba probado algún impedimento o que hubiera favorecido a los Concejales y Ex - Concejales peticionarios, como lo adujo el A quo. Añadieron que todos los concejales estaban en iguales condiciones frente a la petición de marzo de 2011, por lo que no puede reprocharse el nombramiento del señor Muñoz, quien fue designado y actuó como Presidente Ad hoc para resolverla.
A la vez, afirmaron que no podía considerarse la contestación hecha por el señor Leon Herney Muñoz en la que actuó sin apoderado, y que tanto en la contestación como en la declaración de parte expresó que él proyectó y firmó la Resolución. Razonaron que el corto lapso en que se profirió la Resolución 020 de enero de 2012, no era significativo de haber errado en la solución dada a la petición. También dijeron que para ser Concejal, como para ser Presidente de la Corporación Municipal, no se requería ser abogado; que el análisis de las liquidaciones no exigía mayor tiempo y que no había fundamento legal de la prescripción para el caso de los concejales. Finalmente, se inquietaron por qué el Actor Popular y el Alcalde Municipal no recurrieron la Resolución No. 20 de enero de 2012.
Sobre el fallo de primera instancia, manifestaron que era contradictorio que sostuviera que la acción popular no estaba instituida para realizar control de legalidad de actos administrativos, y que a la vez predicara que los actos pluri - citados en el proceso violaron el ordenamiento jurídico y el principio de legalidad. Aclararon que no se vulneraba el principio de legalidad si se daba cumplimiento a un fallo judicial. Encontraron como desacertado que el fallo expresara que no desconocía el derecho de los peticionarios, pero diera prelación a reglas de procedimiento, las que, entonces, estuvieron dadas por el fallo del Tribunal. Señalaron que el A quo no se pronunció sobre los planteamientos hechos en los alegatos de conclusión. Agregaron que no estaba demostrado el detrimento a las finanzas municipales, tampoco la afectación a los derechos e intereses colectivos, y aseveraron que el fallo no expresaba por qué la Resolución 020 de enero de 2012 había sido incorrecta, y se inquietaron por saber por qué para el A quo la Resolución 397 de 2011 que negó la reliquidación de los honorarios, no vulneró derecho alguno. Fls. 301 a 312 C. ppal. 2
También el señor Franky Darío Almario Bravo apeló la sentencia anterior, en especial los numerales primero, segundo, tercero y sexto de su parte resolutiva.
Pidió que se tengan reiterados los argumentos expuestos en la contestación a la demanda y en los alegatos de conclusión.
Aseguró que en su actuación solo dio cumplimiento a la orden del Tribunal Administrativo del Cauca para resolver la petición de marzo de 2011; y estimó que la orden del Tribunal era de obligatorio cumplimiento y que no contenía error al ordenar la aplicación del artículo 30 del CCA.

Sostuvo que el nombramiento del señor León Herney Muñoz se hizo siguiendo la orden dada por el Tribunal; que el mencionado no estaba impedido, ni era inferior jerárquico del Presidente del Concejo, tampoco carecía de facultades para la designación, y que, por el contrario, su nombramiento fue el más idóneo dado el conocimiento que tiene del tema de re – liquidación de los honorarios de los concejales. Indicó que estaba probado que el señor Muñoz proyectó y firmó la Resolución. Y subrayó que no se habían interpuesto los recursos que procedían en su contra.
Dijo que en el fallo de primera instancia no se demostraba ni razonaba la violación del principio de legalidad ni de los derechos a la moralidad administrativa y al patrimonio público; aclaró que el mencionado principio no se trasgredía si se estaba cumpliendo un fallo judicial. Por último, reprochó que el A quo no resolvió algunos interrogantes planteados en los alegatos de conclusión. Fls. 313 a 316 C. ppal. 2
8. TRÁMITE DE LA SEGUNDA INSTANCIA
Por auto de 15 de noviembre de 2013 se concedió el recurso impetrado. Fl. 319 C. ppal. 2.

Por auto de 20 de enero de 2014 se admitió el recurso y por auto de 29 de enero de 2014 se corrió traslado a las partes para alegar y al Ministerio Público. Fls. 323 y 326. C. ppal. 2

Las partes no alegaron en esta instancia. Fls. 328 a 329. C. ppal. 2
9. CONCEPTO DEL MINISTERIO PÚBLICO
El Procurador 39 Judicial II para Asuntos Administrativos, conceptuó que se confirmara el fallo apelado.
A lo largo del concepto, el Procurador indicó la finalidad de las acciones populares, las personas contra las cuales podía dirigirse y algunos de sus presupuestos procesales. Estimó que la acción popular era eficaz para la protección demandada, y expuso los conceptos de moralidad administrativa y de patrimonio público dados por el Consejo de Estado. 
Precisó que 
“Del estudio de las piezas que conforman el expediente, considera el Ministerio Público que la decisión impugnada deberá confirmarse, como en forma respetuosa lo solicita, toda vez que están dadas las condiciones fácticas y jurídicas para ello y por sobre todo porque se emana de las narrativas y de las prueba (sic) que se propendió por un proceder que atenta contra los derechos colectivos vulnerados.
El fundamento de la acción constituye, la defensa de los intereses colectivos de la Moralidad Administrativa y el Patrimonio Público, por cuanto se estaría accediendo a unos recursos sin que necesariamente estén suficientemente sustentados, además que no ha existido pronunciamiento judicial definitivo ante una diferencia conceptual jurídica sobre su procedencia, además de que se ordenó la erogación de un gasto sin que existiere respaldo presupuestal, lo cual de suyo daría lugar para deprecar y declarar la protección constitucional.” Fls. 332 a 343. C. ppal. 2
II. CONSIDERACIONES

1. La competencia

El Tribunal Administrativo del Cauca es competente para conocer de este asunto en segunda instancia, en virtud de lo dispuesto en el artículo 153 de la Ley 1437 de 2011, pues, se trata de resolver la apelación impetrada contra la sentencia de 10 de octubre de 2013, proferida por el Juzgado Quinto Administrativo de Descongestión del Circuito de Popayán.

2. Acción popular y actos administrativos
En la jurisprudencia del Consejo de Estado, y en el caso en estudio, se ha precisado que la acción popular contra actos administrativos procede siempre que amenacen o vulneren los derechos e intereses colectivos; frente a lo que emerge la posibilidad de suspender la aplicación o ejecución del acto administrativo siempre que se acredite que vulnera o amenaza derechos e intereses colectivos.

En este sentido, debe señalarse que la nulidad de dichos actos es de competencia exclusiva del juez contencioso administrativo
.

3. Derechos colectivos
Conforme al artículo 9 de la Ley 472 de 1998, las acciones populares proceden contra la acción u omisión de las autoridades públicas o de particulares, que haya trasgredido o amenacen violar derechos e intereses colectivos.

Siguiendo la jurisprudencia contenciosa administrativa, cabe referir que tales derechos e intereses comprometen derechos de la comunidad, esto es, que van más allá de la esfera individual o de los derechos subjetivos
.

En este orden de ideas, se recuerda que el proceso de la referencia gravita en torno a los derechos colectivos a la moralidad administrativa y al patrimonio público.
Moralidad administrativa

Según se desprende de la jurisprudencia citada por el A quo, debidamente corroborada, la moralidad administrativa fue definida en los antecedentes de la Ley 472 de 1998 como el derecho de la comunidad a que el patrimonio público sea manejado de acuerdo a la legislación vigente, con la diligencia y cuidados propios de un buen funcionario; aunque la definición no fue plasmada en la citada Ley.

El Consejo de Estado explica que la moralidad administrativa es entendida en forma abstracta, por lo que su alcance y contenido se determina en cada caso en concreto. Agrega que tiene una naturaleza dual, esto es, como principio de la función administrativa -que orienta la producción administrativa-, y como derecho colectivo.
Sobre esta última dimensión, la jurisprudencia establece que para su protección se deben verificar tres supuestos:

1. Que se pruebe la existencia de unos bienes jurídicos afectados y su real afectación. 
Tales bienes comprenden la buena fe, la ética, la honestidad, la satisfacción del interés general, la negación de la corrupción, entre otros,
“…y habrá lugar a que se configure de forma real su afectación, si se prueba el acaecimiento de una acción u omisión, de quienes ejercen funciones administrativas, con capacidad para producir una vulneración o amenaza de dichos bienes jurídicos, que se genera a causa del desconocimiento de ciertos parámetros éticos y morales sobre los cuales los asociados asienten en su aplicación".

Al respecto, la Corte Constitucional ha establecido que la moralidad administrativa no se predica únicamente del "fuero interno de los servidores públicos sino que abarca toda la gama del comportamiento que la sociedad en un momento dado espera de quienes manejan los recursos de la comunidad y que no puede ser otro que el de absoluta pulcritud y honestidad”.

2. La vulneración a la moralidad administrativa supone generalmente el quebrantamiento del principio de legalidad.

3. La vulneración de la moralidad administrativa coincide con "el propósito particular que desvíe el cumplimiento del interés general al favorecimiento del propio servidor público o de un tercero", noción que sin duda se acerca a la desviación de poder”.
Patrimonio Público

En la sentencia de instancia, también se plasmaron los lineamientos del derecho colectivo al patrimonio público delineados por la jurisprudencia contenciosa administrativa. 
Se explica que el patrimonio público se compone de los derechos, obligaciones y bienes tangibles e intangibles, de propiedad del Estado y destinados para cumplir sus atribuciones. 
El derecho colectivo al patrimonio público, comprende la eficiencia y transparencia en el manejo, administración y utilización de los recursos públicos, según su objeto y la finalidad del Estado Social de Derecho. Cabe indicar literalmente que 
“…el derecho colectivo a la defensa del patrimonio público implica que los recursos públicos sean administrados de manera eficiente, oportuna y responsable, de acuerdo con las normas presupuestales, con lo cual se evita el detrimento patrimonial.

Y que

“…la afectación de patrimonio público implica de suyo la vulneración al derecho colectivo de la moralidad administrativa" por cuanto generalmente supone "la falta de honestidad y pulcritud en las actuaciones administrativas en el manejo de recursos públicos.”
4. Caso concreto
Según la demanda de la referencia, existe una violación a los derechos e intereses colectivos a la moralidad administrativa y al patrimonio público, con ocasión del trámite administrativo impartido a una solicitud de re - liquidación de honorarios presentada por unos Concejales y Ex – concejales del municipio de Popayán, en marzo de 2011. 
En la demanda se concreta que la violación se configuró porque para efectos de resolver la solicitud, quienes ejercieron como Presidentes Titulares del Concejo Municipal de Popayán, no aplicaron el artículo 30 del CCA – Decreto 01 de 1984-, esto es, no manifestaron su impedimento ante el Procurador Regional, sino que nombraron directamente como Presidentes Ad hoc, a servidores públicos subalternos de la misma Corporación
. Además, se puntualiza que a raíz de la solicitud, se reconocieron honorarios causados entre los años 2001 a 2011, sin tener en cuenta los fenómenos de prescripción y de caducidad.
El Juzgado Quinto Administrativo en Descongestión del Circuito de Popayán, estableció que efectivamente se configuraba la violación a los derechos colectivos invocados, por el desconocimiento del procedimiento administrativo en el trámite de la solicitud de re - liquidación de honorarios de los Concejales y Ex Concejales de Popayán. 
Siguiendo la tesis de la demanda, explicó que, debido al impedimento que había en los Presidentes del Concejo Municipal de Popayán para resolver la solicitud, lo procedente era manifestar el impedimento al Procurador Regional, en aplicación de los artículos 30 del CCA y 75 del Decreto 262 de 2000. Además, adujo que la persona nombrada como Presidente Ad hoc, y que resolvió en sentido favorable la petición, no cumplía con unas mínimas condiciones profesionales ni laborales para resolverla, por lo que no habría sido resuelta en debida forma.

Frente a esto, la contra parte – recurrente, alegó que los Presidentes Titulares del Concejo Municipal procedieron a nombrar a los presidentes Ad hoc para resolver la petición, en cumplimiento del pronunciamiento del Tribunal Administrativo del Cauca, de noviembre de 2011, en el que así lo indicó. Consideraron que eran infundadas las falencias aducidas por el A quo frente al nombramiento del Presidente Ad hoc que reconoció la re - liquidación de los honorarios. Por último, dijeron que no estaba demostrada, ni había sido razonada o explicada por el A quo, la vulneración de los derechos e intereses colectivos.
5. Juicio de la Sala

Del pronunciamiento del Tribunal en noviembre de 2011

La providencia de 16 de noviembre de 2011, proferida por el Tribunal Administrativo del Cauca, y a la que se han referido las partes y el A quo a lo largo del proceso, obra a folios 39 a 48 del cuaderno principal 1.

Sobre ella, se advierte que fue emitida por una Sala diferente a la Sala de Decisión de la acción de la referencia. 
Se sabe que dicha providencia se emitió con ocasión de la proposición de un conflicto de competencias entre el Alcalde Municipal y la Mesa Directiva del Concejo Municipal de Popayán, para resolver sobre la solicitud de re - liquidación de los honorarios, elevada en marzo de 2011 por unos Concejales y Ex – Concejales del municipio de Popayán.

Leída con atención se detalla que la decisión allí adoptada consistió en “INHIBIRSE de conocer de la (sic) presente conflicto de intereses, según lo expuesto”; esto es, que la Sala de Decisión del Tribunal resolvió no enjuiciar el conflicto de intereses surgido entre el Alcalde Municipal de Popayán y la Mesa Directiva del Concejo Municipal de Popayán. 
En consecuencia, resplandece que en ese pronunciamiento no se impuso contenido obligacional alguno a los Presidentes titulares –ni mucho menos a los Presidentes Ad hoc- del Concejo Municipal de Popayán, respecto a cómo proceder para resolver sobre la solicitud de re - liquidación de marzo de 2011. No es dable entonces predicar que el Tribunal Administrativo del Cauca, en el pronunciamiento de noviembre de 2011, impusiera sobre los Presidentes del Concejo Municipal de Popayán, obligación alguna que fuere de obligatorio cumplimiento.
Sin perjuicio de lo dicho, esta Sala hace constar que no desconoce la parte considerativa del proveído del Tribunal de noviembre de 2011, sin someterla a enjuiciamiento o pronunciamiento de cualquier clase en esta providencia.
Por lo anterior, la Sala desestima el argumento de la parte apelante, consistente en que el Tribunal Administrativo del Cauca, en el proveído de noviembre de 2011 dictaminó sobre el conflicto de intereses que pudiera presentarse en el Presidente del Concejo Municipal de Popayán, por cuanto la decisión adoptada fue en sentido contrario: “INHIBIRSE de conocer de la (sic) presente conflicto de intereses…”
Consecuencialmente resultan desatinados el resto de los motivos de inconformidad, derivados del anterior y que se hicieron consistir en que debido a la existencia de la orden del Tribunal, el proceder de los Presidentes del Concejo Municipal de Popayán se limitó a darle cumplimiento, por lo que no se violentaba el principio de legalidad ni se vulneraban los derechos colectivos invocados.
De la solicitud de re – liquidación, la normatividad y el trámite
La solicitud de re - liquidación de los honorarios causados en los períodos comprendidos entre los años 2001 a 2011, elevada por Concejales y Ex Concejales del Municipal de Popayán fue radicada en marzo del año 2011. Fls. 14 a 21 C. ppal. 1. Extremo superior derecho. 
Dada esta fecha de radicación, se sometía al trámite previsto en las normas especiales sobre procedimiento administrativo que hubiera al interior del Concejo Municipal y/o al trámite general administrativo contenido en el CCA -Decreto 01 de 1984-, esto es, antes de la vigencia del CPACA -Ley 1437 de 2011-.  
Con esta precisión, la Sala comparte con el A quo que debido al impedimento que recaía sobre los Presidentes del Concejo de Popayán para resolver sobre la solicitud de re – liquidación de honorarios, en razón a que eran peticionarios junto con otros Concejales y Ex concejales del mismo Municipio, lo procedente era la aplicación del artículo 30 del CCA  -Decreto 01 de 1984-. 
Como se sabe, allegada la solicitud de re – liquidación de honorarios al señor Presidente del Concejo Municipal de la época –año 2011-, señor César Alveiro Trujillo, en lugar de observar lo prescrito en el artículo mencionado, procedió a designar como Presidente Ad hoc, por Resolución 372 de 13 de diciembre de 2011, al señor GUSTAVO ADOLFO VALENCIA, quien era el Secretario General del Concejo Municipal, y quien expidió la Resolución 397 de 30 de diciembre de 2011, en la que negó la petición de los Concejales y Ex Concejales del Municipio. 

Luego, para efectos de resolver el recurso de reposición impetrado por los peticionarios contra la anterior Resolución, el Presidente del Concejo Municipal de la época –año 2012-, señor Franky Darío Alamario Bravo, volvió a desconocer lo previsto en el artículo 30 del CCA y a designar como Presidente Ad hoc, por Resolución 17 de enero de 2012, al señor León Herney Muñoz, quien expidió la Resolución 017 de 10 de enero de 2012, en la que se accedió a la petición de re - liquidación de honorarios.
La Sala se percata que las designaciones de los Presidentes Ad hoc estaban jurídicamente viciadas, debido a que los Presidentes Titulares del Concejo no observaron lo previsto en el artículo 30 del CCA, como se acabó de explicar en párrafos anteriores.
Además, la Sala llama la atención en que no debía procederse a la designación de un nuevo Presidente Ad hoc para la resolución del recurso de reposición. Al efecto, debe tenerse en cuenta que, cuando por Resolución 372 de 2011 se designó al señor Gustavo Adolfo Valencia, quien era el Secretario General del Concejo Municipal, sobre él se encomendó la solución de la petición de re – liquidación de los honorarios, lo que abarcaba tanto la respuesta inicial  como la posterior resolución del recurso de reposición.
De manera que es palpable una  expedición irregular, una violación al debido proceso y una falta de competencia, en la expedición tanto de los actos administrativos de designación de los Presidentes Ad hoc del Concejo, como de los actos administrativos de resolución de la petición de re – liquidación de honorarios. 
La Sala quiere anotar, sobre la designación del señor León Herney Muñoz, que no son objeto de enjuiciamiento sus cualidades profesionales para asumir la resolución del recurso de reposición contra el acto administrativo que negó la re – liquidación de los honorarios de los Concejales y Ex concejales de Popayán. 
Además, advierte que en el plenario no aparece probada causal alguna de impedimento para aceptar la designación como Presidente Ad hoc. A este respecto, es indicativo que el pronunciamiento del A quo sea a título dubitativo, al referir que “de alguna manera no debió haber aceptado la designación… (porque) de alguna manera se establecen lasos de afecto, amistad, simpatía, etc., con todos (sic) las personas que necesariamente hacen parte de la reclamación administrativa…por lo tanto, considera esta judicatura que él se encontraba de alguna manera impedido moralmente…”. Subrayado añadido.
Así mismo, la Sala no comparte con el A quo las descalificaciones hechas sobre la labor del señor León Herney Muñoz para proferir la Resolución No. 20 de enero de 2012, en la que accedió a la re – liquidación de los honorarios de los Concejales y Ex Concejales del Municipio. La Sala no tiene reparo alguno frente al tiempo que transcurrió entre la designación del señor León Herney Muñoz como presidente Ad hoc -10 de enero de 2012-  y la fecha en que profirió la Resolución a favor de la re – liquidación de los honorarios –No. 20, de 13 de enero de 2012-. Tampoco hay reparo alguno en cuanto a su capacidad de análisis para encarar el tema que tenía por resolver.
Hasta aquí quiere explicar la Sala que lo anterior constituye un juicio respecto al trámite impartido a la petición de re – liquidación de honorarios de marzo de 2011, centrado principalmente en la designación de los funcionarios para su resolución. Resta por analizar si los actos administrativos referidos, en particular, los que resolvieron sobre la solicitud de re – liquidación de honorarios, en uno u otro sentido, son fuente de amenaza o vulneración de derechos e intereses colectivos. 
6. De los actos administrativos como fuente de vulneración o amenaza de derechos colectivos
El referente de la acción popular que nos ocupa, lo constituyen los derechos colectivos a la moralidad administrativa y al patrimonio público, cuyo lineamiento general para lo que interesa al caso en estudio es la transparencia y pulcritud en el manejo del patrimonio público.
En este sentido, reluce que la solicitud de 4 de marzo de 2011, elevada por unos Concejales y Ex Concejales del Municipio de Popayán, con el objeto que les fueran re - liquidados sus honorarios, es tocante con el terreno de los recursos de la entidad pública, los que por definición constituyen el patrimonio público.

Considera la Sala que tanto los Concejales y Ex Concejales peticionarios, como los miembros de la Mesa Directiva del Concejo Municipal de Popayán, tenían la potencialidad de amenazar o vulnerar la honestidad, el interés general y la pulcritud en el manejo de los recursos de la entidad, en tanto que elevaron la solicitud de re liquidación de sus honorarios y en tanto que los integrantes de la Mesa Directiva que a la vez eran peticionarios, tenían la facultad de conocer, tramitar y resolver sobre la petición, sin perjuicio de así haberse previsto en el ordenamiento jurídico.
Y encuentra la Sala que efectivamente el tratamiento impartido a la solicitud no fue pulcro, pues los mismos integrantes de la Corporación actuaron como parte interesada y juez para resolverla, lo que se reflejó en lo ya explicado sobre el manejo del impedimento por parte de los Presidentes del Concejo Municipal de Popayán, para los años 2011 y 2012.

Ahora bien, en la Resolución No. 397 de 2011, se hizo el recuento de la petición elevada y el recuento de la declaratoria de “incompetencia” del Alcalde Municipal y del Presidente del Concejo Municipal. Se encontró probada la calidad de Concejales y Ex Concejales del Municipio de Popayán que ostentaban los interesados, así como el hecho que les fueron pagados sus honorarios en sus períodos respectivos. 
En la Resolución se trascribieron los apartes pertinentes del artículo 65 de la Ley 136 de 1994, y se anotó en forma ambigua que

“Si bien es cierto no existe reparo alguno respecto de los períodos constitucionales para los cuales los peticionarios ejercieron sus cargos como concejales de esta municipalidad y de los factores que integran el concepto de salario solicitados, con relación a la presente reliquidación de honorarios se debe observar lo preceptuado por el Artículo 71 del Decreto 111 de 1996…”
E inmediatamente se argumentó que se negaría la petición, porque de conformidad con la norma citada, los actos administrativos que afecten apropiaciones presupuestales requerían un certificado de disponibilidad previo y un registro presupuestal; además que, para la modificación del costo actual del funcionamiento de la planta de personal era necesario un certificado de viabilidad presupuestal expedido por la Dirección General del Presupuesto Nacional. 
En consecuencia, en esta Resolución No. 397 de 2011, proferida por un Presidente Ad hoc del Concejo Municipal de Popayán, se hizo cesar la amenaza y se evitó la vulneración de los derechos colectivos a la moralidad administrativa y al patrimonio público. Pues, pese a las falencias anotadas, y a la tenue interpretación sobre el derecho que les asiste a los Concejales y Ex concejales, finalmente no se direccionaron recursos de la entidad a favor de los peticionarios.
Por su lado, en la Resolución No. 020 de 13 de enero de 2012, proferida por otro presidente Ad hoc del Concejo Municipal de Popayán, en la que se resolvió el recurso de reposición contra la anterior Resolución, se concedió la pretensión elevada por los Concejales y Ex Concejales del municipio de Popayán.
En la Resolución No. 020 de enero de 2012, se señaló de entrada que conforme al artículo 20 de la Ley 617 de 2000, los concejales debieron recibir todas las prestaciones que recibieron los Alcaldes, porque la norma no excluyó factor salarial alguno para sus honorarios. 
Luego de trascribir el recuento histórico de la liquidación de los honorarios de los concejales presentada por el señor César Alveiro Trujillo, precisó que en este caso, la discusión se concentraba en que
“al haber sido eliminada por la Ley 617 de 2000 la palabra “básico” que contenía el artículo 66 de la Ley 136 de 1994, se debieron tener en cuenta todo lo que constituye salario y se le pagó a los respectivos Alcaldes para efectos de la liquidación de sus honorarios…”
Dilucidó, con fundamento en apartes de la sentencia de la Corte Constitucional C 251 de 1995 y del Consejo de Estado, Sala de Consulta y Servicio Civil, de 26 de marzo de 1992, lo que debía entenderse por salario.
Frente a la Resolución anterior, estimó que 

“Mal podría desconocérseles su derecho con el sustento que establece que a los concejales no se les puede reconocer un valor adicional por que (sic) ya se les canceló o que los actos administrativos que afecten las apropiaciones presupuestales deberán contar con certificados de disponibilidad previos…”
Sustentó esto, en que conforme a la Jurisprudencia del Consejo de Estado, el Certificado de Disponibilidad Presupuestal no era un requisito exigible. Al respecto, trascribió apartes de una sentencia sin identificar, en la que se cita la providencia de 3 de abril de 2008, número interno 1916-01.
Y consideró que la falta del Certificado de Disponibilidad Presupuestal Previo y el Registro Presupuestal 
“no puede excusar el pago de un derecho que legalmente tienen los peticionarios, pues la administración municipal tiene plenas facultades para que en vigencia de la resolución que hoy se expide pueda crear los fondos necesarios vías empréstitos u otros ingresos del presupuesto distintos de ellos, para hacer posible la expedición del certificado de disponibilidad y del registro presupuestal, ya que no existe norma que impida el ingreso del dinero al presupuesto, ni la expedición de los certificados de disponibilidad y de los registros presupuestales.”
Sobre esto, citó las sentencias del Consejo de Estado No. Interno 00837 de 4 de diciembre de 2008, otra sin identificar en la que se sistematizaba los alcances de la ausencia del certificado y del registro presupuestal, y la número interno 1218-98.

Concluyó que el Certificado de Disponibilidad Presupuestal era un requisito formal y no un requisito esencial del acto administrativo.
En consecuencia, revocó la Resolución 397 de 30 de diciembre de 2011 y ordenó el reconocimiento y pago de la re – liquidación de los honorarios a favor de los Concejales y Ex Concejales del Municipio de Popayán, en las cantidades allí señaladas. Además, dispuso que se solicitara al Alcalde Municipal de Popayán que adelantara los trámites presupuestales para realizar el traslado presupuestal requerido.
Los actos administrativos reseñados, se erigen entonces en dos argumentos: i) el derecho que les asiste a los Concejales y Ex Concejales de Popayán, de conformidad con el artículo 20 de la Ley 617 de 2000, y ii) la no necesidad del Certificado de Disponibilidad y del Registro Presupuestal, previos, para el reconocimiento del derecho. Se observa que estos argumentos surgen de interpretaciones realizadas sobre unos determinados artículos legales.
La Sala repara en que la Resolución 397 de 2011, no tuvo en cuenta los fenómenos de caducidad y prescripción de las acciones y de los derechos emanados a favor de los concejales.
En efecto, conforme al artículo 65 de la Ley 136 de 1994, los concejales municipales tienen derecho al reconocimiento de honorarios por la asistencia comprobada a las sesiones plenarias, reconocimiento que se hace a través de resoluciones, frente a las cuales puede ejercerse oposición en los términos de la parte final del mismo artículo 65 de la Ley, o en ejercicio de las acciones de control judicial, dentro de los términos definidos para estas en el ordenamiento jurídico procesal vigente y pertinente.
El artículo citado dice:

ARTÍCULO 65. RECONOCIMIENTO DE DERECHOS. Los miembros de los concejos de las entidades territoriales tienen derecho a reconocimiento de honorarios por la asistencia comprobada a las sesiones plenarias.

Así mismo, tienen derecho, durante el período para el cual fueron elegidos, a un seguro de vida y a la atención médico-asistencial personal, vigente en la respectiva localidad para los servidores públicos municipales.

Las resoluciones que para efecto de reconocimiento de honorarios expidan las mesas directivas de los concejos, serán publicadas en los medios oficiales de información existentes en el respectivo municipio o distrito. Cualquier ciudadano o persona podrá impugnarlas, y la autoridad competente, según el caso, dará curso a la investigación o proceso correspondiente.

PARÁGRAFO. Los honorarios de que trata este artículo se causarán a partir del 1 de enero de 1994.

Sobre la caducidad, en tratándose de la reliquidación de honorarios de concejales, este Tribunal ha estimado lo siguiente:
“No obstante lo anterior, se tiene que la solicitud elevada de reconocimiento y pago de reliquidación de honorarios  a los concejales de Santander de Quilichao, correspondientes a las sesiones extraordinarias de los años 2008-2009 equivalente al 100 % del salario diario que corresponde al respectivo alcalde, pretende revivir el término para controvertir una situación que se encuentra en firme, toda vez que el mismo apoderado de la parte actora admite que mediante las Resoluciones de los años 2008 y 2009, se le reconocieron y ordenaron al actor el pago de los honorarios como concejal del Municipio de Santander de Quilichao, actos administrativos que además no fueron objeto de recursos en vía gubernativa. (Fl 30- 95)

Sobre la imposibilidad de revivir términos para enjuiciar decisiones en firme, el H. Consejo de Estado, en sentencia de 23 de noviembre de 2006, radicación número: 250002325000200193865 01, expresó:
(…)

En este orden de ideas, es claro que el oficio DA- 10-9139 del 29 de octubre de 2010 no era el acto demandable en el presente asunto y por lo tanto frente a los actos que sí se podían enjuiciar que eran las Resoluciones de 2008 y 2009 donde se fijaban los honorarios ya operó la caducidad de la acción, por no ejercer la acción de nulidad y restablecimiento del derecho en el término de los 4 meses que señala el numeral 2 del art. 136 del C.C.A; por estas razones se confirmará el rechazo de la demanda.” Radicado 2011 00301, 31 de enero de 2012.
Aplicando este planteamiento al caso en estudio, la Sala estima que es contrario a la moralidad administrativa y al patrimonio público, que en la Resolución 397 de enero de 2011, se haya accedido al reconocimiento y pago de la reliquidación de honorarios desde los años 2001 hasta los años 2010, sin tener en cuenta que a favor de cada uno de los Concejales y Ex Concejales del municipio de Popayán, al respectivo término de su período, se debió reconocer a través de una Resolución los honorarios correspondientes, por lo que, en caso de considerarse que el reconocimiento así hecho no se ajustaba a la ley, debía ejercerse el control contra dicha Resolución; sin que sea aceptable, que se pretenda revivir los términos vencidos con ocasión de la solicitud de 4 de marzo de 2011, en la que se pidió la re-liquidación de honorarios desde el año 2001 en adelante.
También la Resolución 397 de 2011 guardó silencio frente a la prescripción que pudo haber operado para la re – liquidación de los honorarios de los concejales. La Sala advierte que es principio general del derecho el reclamo en tiempo oportuno de los derechos, por lo que es irrazonable que en la petición de 4 de marzo de 2011, los Concejales y Ex Concejales del municipio de Popayán, pretendan el reconocimiento y pago de la re – liquidación de unos honorarios causados desde diez años atrás, en el año 2001 y siguientes.
Por último, cabe acotar que la Resolución No. 20 de enero de 2012, direcciona una cantidad considerable de recursos públicos a favor de unos Concejales y Ex Concejales del municipio de Popayán, sin que haya suficiente sustento y sin que existiere respaldo presupuestal, como lo expuso el Ministerio Público en esta Instancia.
De la confirmación y la modificación de la sentencia
De todo lo anterior resulta una afectación a la pulcritud, a la transparencia y al interés general, como bienes jurídicos afectados, junto con un desapego a la Ley, que pone en entredicho el respeto al principio de legalidad, todo lo cual se encaminó a acceder al reconocimiento de unas sumas a favor de Concejales y Ex Concejales del Municipio de Popayán.

Así las cosas, se cumplen los presupuestos jurisprudenciales que permiten tener por acreditada una vulneración a los derechos colectivos a la moralidad administrativa y al patrimonio público.

Con sustento en esta potísima razón, y visto que los argumentos de la apelación no están llamados a prosperar, hay lugar a la protección de los derechos colectivos mencionados, por lo que la Sala confirmará la sentencia apelada, en el numeral primero de su parte resolutiva.
Ahora bien, dado que la fuente de amenaza y vulneración de la moralidad administrativa y del patrimonio público la constituyen las Resoluciones pluri-citadas a lo largo del proceso, y teniendo en cuenta la imposibilidad del Juez de la Acción Popular de anular los actos administrativos, lo procedente es la suspensión de los efectos de las Resoluciones 372 de diciembre de 2011, 397 de diciembre de 2011, 17 de enero de 2012 y 20 de enero de 2012, por lo que se confirmará la sentencia apelada, en el numeral tercero de su parte resolutiva.

Empero, con fundamento en este punto, no es viable ordenar al Presidente del Concejo Municipal de Popayán “que en el evento de encontrarse impedido para resolver la petición de los Concejales y Exconcejales relacionada con la reliquidación y pago de los honorarios, radicada el 04 de marzo de 2011, proceda a dar cumplimiento a lo señalado por el art. 30 del C. Contencioso Administrativo” como lo había pedido la demanda y lo dispuso el A quo en la sentencia apelada en su numeral segundo de su parte resolutiva. Subrayado añadido.
La imposibilidad de dicha orden surge por las siguientes razones: i) La solicitud de  re - liquidación de honorarios elevada por los Concejales y Ex - concejales del municipio de Popayán, de 4 de marzo de 2011, fue resuelta en las Resoluciones 397 de diciembre de 2011 y 020 de enero de 2012, pese a las irregularidades que padecen; ii) Dichas Resoluciones no son declaradas nulas, esto es, no han salido del mundo jurídico, sino que debido a que son fuente de amenaza y vulneración a la moralidad administrativa y al patrimonio público, solo se suspendes sus efectos; en consecuencia, no hay posibilidad ni debe el juez conminar a que la Administración vuelva a resolver una petición que ya fue resuelta.
Por esta razón se revocará la sentencia apelada, en su numeral segundo de su parte resolutiva.
Visto que la parte actora no apeló la sentencia, queda en firme su numeral cuarto de su parte resolutiva, en el que se negaron las demás pretensiones de la demanda.
De la compulsa de copias

Observa la Sala que la orden de compulsar copias con destino a la Procuraduría, con el fin de que se investigue la posible comisión de una falta disciplinaria por parte de los señor FRANKY DARIO ALMARIO y CÉSAR ALVEIRO TRUJIILLO, no fue una pretensión hecha en la demanda, sino que fue ordenada en forma oficiosa por el A quo.
Al respecto, estima la Sala que la compulsación de copias con destino a que se averigüe por la comisión de una falta disciplinaria, no puede surgir del hecho objetivo de haberse evidenciado la amenaza a derechos colectivos; sino que debe surgir solo cuando se avizore un elemento subjetivo de comisión de la falta por parte del disciplinable. Dado que en el caso en estudio, esta condición no se cumple, debe revocarse la compulsación de copias dictada en forma oficiosa por parte del A quo.
Por esta razón se revocará la sentencia apelada, en su numeral sexto de su parte resolutiva.

Sobre la petición de la apoderada del Dr. Franklin Darío Almario Bravo, coadyuvada por el apoderado de los demás vinculados, precisa la Sala que no se trata de una excepción que deba resolverse a favor o en contra de la parte demandada, y tampoco de una consecuencia necesaria de haber accedido a las pretensiones de la demanda como fue argumentado, sin perjuicio de que los apoderados y/o las partes directamente presenten las quejas o denuncias que consideren pertinentes.
Conclusión:
Por lo expuesto, se confirmará la sentencia de 10 de octubre de 2013, proferida por el Juzgado Quinto Administrativo de Descongestión del Circuito de Popayán, salvo su numeral segundo de su parte resolutiva que será revocados.
III. DECISIÓN

En mérito de lo expuesto el Tribunal Contencioso Administrativo de Cauca administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley

F  A  L  L  A

PRIMERO: Confirmar la sentencia de 10 de octubre de 2013, proferida por el Juzgado Quinto Administrativo de Descongestión del Circuito de Popayán, en el proceso de la referencia, según lo expuesto.
SEGUNDO: REVOCAR el numeral segundo y el numeral sexto de la parte resolutiva de la sentencia de 10 de octubre de 2013, proferida por el Juzgado Quinto Administrativo de Descongestión del Circuito de Popayán, en el proceso de la referencia, según lo expuesto.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE Y ARCHÍVESE
Se hace constar que el proyecto de esta providencia se discutió y aprobó por la Sala en sesión de la fecha tal como consta en el acta. 

Los Magistrados
CARLOS H. JARAMILLO DELGADO

NAUN MIRAWAL MUÑOZ MUÑOZ
DAVID FERNANDO RAMÍREZ FAJARDO
� Consejo de Estado, Sección Primera, radicado 2003-01278-01(AP), 3 de noviembre de 2005, y Tribunal Administrativo del Cauca, radicado 2012 00090 01, 8 de febrero de 2013, auto que resolvió sobre la medida cautelar en este proceso.





� Consejo de estado, Sección Tercera, Expediente 001 de 2000, y radicado 2010 00376 01, de 24 de junio de 2011, y Sección Cuarta, radicado 2001 00321 01 AP 161, de 14 de septiembre de 2001.


� Se trata de dos Presidentes Permanente y dos Presidentes Ad hoc, debido a que el trámite administrativo acaeció a finales del año 2011, cuando cambió la composición de la Corporación, debido a la posesión de nuevos concejales, y consecuentemente la elección de una nueva Mesa Directiva, en el año 2012.
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